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con los acuerdos firmados el 16 de enero de 1992 en México, D.F., a 
que los cumplan de buena fe y a que ejerzan moderación y circuns-
pección máximas, tanto en la actualidad como una vez concluida 
la etapa de cesación del fuego, a fin de respetar los nuevos plazos 
por ellas convenidos para completar con éxito el proceso de paz 
y restaurar las condiciones normales, especialmente en las zonas 
donde se ha desarrollado el conflicto;

5. Comparte, en este contexto, las preocupaciones expresa-
das por el Secretario General en el párrafo 84 de su informe;

6. Reitera su apoyo a la misión de buenos oficios del Se-
cretario General en relación con el proceso de paz en El Salvador 
y hace un llamamiento a ambas partes para que cooperen plena-
mente con el Representante Especial del Secretario General para 
El Salvador y la Misión en su cometido de prestar asistencia a las 
partes y verificar el cumplimiento de sus compromisos;

7. Pide a todos los Estados, así como a los organismos in-
ternacionales que se ocupan de las cuestiones de desarrollo y fi-
nanciación, que sigan apoyando el proceso de paz, en particular 
mediante contribuciones voluntarias;

8. Pide al Secretario General que mantenga plenamente 
informado al Consejo de Seguridad acerca de la evolución del pro-
ceso de paz de El Salvador y que le informe, según resulte necesa-
rio, sobre todos los aspectos de las operaciones de la Misión, a más 
tardar antes de que expire el nuevo período del mandato;

9. Decide seguir ocupándose de la cuestión.

Habiendo examinado el informe del Secretario General so-
bre la Misión de Observadores de las Naciones Unidas en El Salva-
dor, de fechas 23 y 30 de noviembre de 1992,

Tomando nota con reconocimiento de los esfuerzos perma-
nentes del Secretario General por apoyar el cumplimiento de los 
diversos acuerdos firmados por el Gobierno de El  Salvador y el 
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional entre el 14 de 
abril de 1990 y el 16 de enero de 1992 con el objeto de restablecer la 
paz y propiciar la reconciliación en El Salvador,

Tomando nota del propósito del Secretario General de com-
probar meticulosamente los gastos, al igual que en otras operacio-
nes de mantenimiento de la paz, durante este período de aumento 
en la demanda de recursos para el mantenimiento de la paz,

1. Aprueba el informe del Secretario General sobre la Mi-
sión de Observadores de las Naciones Unidas en El  Salvador, de 
fechas 23 y 30 de noviembre de 1992;

2. Decide prorrogar el mandato de la Misión, tal como se 
definió en las resoluciones 693 (1991) y 729 (1992), por un nuevo 
período de seis meses que expirará el 31 de mayo de 1993;

3. Acoge con beneplácito el propósito del Secretario Ge-
neral de adaptar las actividades y la fuerza futuras de la Misión, 
tomando en cuenta los progresos realizados en la aplicación del 
proceso de paz;

4. Exhorta a ambas partes a que respeten escrupulosamen-
te los compromisos solemnes que han asumido de conformidad 

10. Carta, de fecha 27 de noviembre de 1989, dirigida al Presidente 
del Consejo de Seguridad por el Representante Permanente 

de El Salvador ante las Naciones Unidas
Carta, de fecha 28 de noviembre de 1989, dirigida al Presidente  

del Consejo de Seguridad por el Representante Permanente  
de Nicaragua ante las Naciones Unidas

Actuaciones iniciales

Decisión de 8 de diciembre de 1989 (2897a. 
 sesión): 

declaración del Presidente
En una carta de fecha 27 de noviembre de 1989 dirigida al 
Presidente del Consejo de Seguridad1, el representante de 
El Salvador pedía la celebración de una reunión urgente del 
Consejo para examinar las acciones realizadas por el Go-
bierno de Nicaragua, que, en su opinión, constituían una 
violación de los acuerdos regionales concertados por los Pre-
sidentes de Centroamérica, en concreto, el “Procedimiento 
para establecer la paz firme y duradera en Centroamérica” 
(Acuerdo Esquipulas II)2; la Declaración Conjunta de los 
Presidentes centroamericanos (Acuerdo de Costa del Sol)3; y 
la Declaración de Tela de 7 de agosto de 19894. El Gobierno 
de El Salvador consideraba que, si no se eliminaban esas gra-
ves violaciones de los acuerdos de Centroamérica, se pondría 
en peligro la paz en la región y podría desencadenarse un 
conflicto regional.

1 S/20991.
2 S/19085, anexo.
3 S/20491, anexo.
4 S/20778.

En una carta de fecha 28 de noviembre de 1989 dirigi-
da al Presidente del Consejo de Seguridad5, el representante 
de Nicaragua solicitó que los objetivos de la reunión urgente 
del Consejo se ampliaran a fin de examinar las graves reper-
cusiones que el serio deterioro de la situación en El Salvador 
tenía en el proceso de paz centroamericano.

En su 2896a. sesión, celebrada el 30 de noviembre 
de 1989, el Consejo incluyó las dos cartas mencionadas en su 
orden del día. Tras la aprobación de éste, el Presidente (Chi-
na) señaló que, de conformidad con la práctica anterior y se-
gún lo acordado en las consultas previas del Consejo, había 
pedido a la Secretaría que adoptara las medidas técnicas ne-
cesarias para permitir que los representantes de El Salvador 
y Nicaragua mostraran en la sala del Consejo material au-
diovisual6 relativo al tema que se estaba examinando. A con-
tinuación invitó a los representantes de El Salvador y Nica-
ragua, a petición de éstos, a que participaran en el debate sin 
derecho de voto. El Consejo examinó el tema en sus sesiones 

5 S/20999.
6 S/PV.2896, pág. 2. Las cintas de vídeo se proyectaron durante las 

declaraciones formuladas por los dos representantes.
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estrictamente los acuerdos centroamericanos y no permane-
cería indiferente si no terminaba la política intervencionista 
del régimen sandinista. El representante de El Salvador se-
ñaló que era la primera vez que su país recurría al Conse-
jo, que se había convertido en “garante” del cumplimiento 
de los acuerdos en virtud de sus resoluciones 637 (1989) y 
644 (1989). Advirtió que las violaciones de los acuerdos los 
volverían inoperantes y harían estancar, incluso retroceder, 
el proceso de paz y de desarrollo socioeconómico de la re-
gión. Por último, insistió en que los centroamericanos tenían 
que solucionar la crisis por sí mismos. En ese sentido, El Sal-
vador consideraba que valía la pena celebrar una cumbre 
presidencial en una fecha que se debería volver a negociar10.

El representante de Nicaragua sostuvo que las denun-
cias de El  Salvador sólo servían para encubrir las causas 
reales de la tragedia que había vivido durante tanto tiempo 
el pueblo salvadoreño y que no podían atribuirse a factores 
externos que presuntamente intentaban desestabilizar la si-
tuación interna del país ni al movimiento de oposición in-
terna, el FMLN. La responsabilidad incumbía, más bien, al 
Gobierno de El Salvador, una “oligarquía insensible” y a un 
ejército “represor”, que eran responsables de la explotación 
y la represión del pueblo salvadoreño y de los ataques a la 
población civil, en los que poco antes habían muerto sindica-
listas y sacerdotes jesuitas. Los Estados Unidos también eran 
responsables de los abusos cometidos contra los derechos 
humanos por la continua asistencia militar que prestaban 
al Gobierno de El Salvador. Además, El Salvador incumplía 
las obligaciones contraídas en virtud de los acuerdos centro-
americanos al no ser capaz de promover reformas ni de ini-
ciar negociaciones serias con el FMLN para dar una solución 
política al conflicto. Al plantear el asunto ante el Consejo es-
taba obviando y poniendo en peligro de manera deliberada 
el mecanismo establecido en los acuerdos. Nicaragua nunca 
lo había hecho pese a que El Salvador seguía agrediendo a su 
país (como lo hacían los Estados Unidos) al continuar dan-
do asistencia a los contrarrevolucionarios nicaragüenses (los 
llamados contras), acción que violaba los compromisos del 
El Salvador en virtud de los acuerdos centroamericanos, que 
exigían la desmovilización, el desarme y la repatriación de 
esas fuerzas. El gran deterioro de la situación en El Salva-
dor y el comportamiento de ese país eran una grave amenaza 
para el proceso de paz centroamericano. El representante de 
Nicaragua pidió al Consejo que adoptara urgentemente las 
medidas necesarias para garantizar los derechos humanos 
básicos en El Salvador y que promoviera medidas encamina-
das a un acuerdo de cesación del fuego y el inicio de negocia-
ciones eficaces y sustantivas entre el Gobierno de El Salvador 
y el FMLN, tal como se pedía en los acuerdos centroamerica-
nos. Señaló a la atención de los miembros del Consejo el pro-
yecto de resolución de su delegación11, elaborado con ese fin 
y presentado al Presidente del Consejo. Asimismo, exhortó 
al Secretario General de las Naciones Unidas y el Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos a que 
interpusieran o siguieran interponiendo sus buenos oficios 
para garantizar la celebración de la cumbre de los Presidentes 
de América Central prevista para primeros de diciembre12.

10 S/PV.2896, págs. 6 a 23.
11 S/21000.
12 S/PV.2896, págs. 24 a 52.

2896a. y 2897a., que se celebraron el 30 de noviembre y el 
8 de diciembre de 1989 respectivamente.

El Presidente señaló asimismo a la atención de los 
miembros del Consejo otras dos cartas: una de fecha 22 de 
noviembre de 1989 dirigida al Secretario General por el repre-
sentante de Yugoslavia, en la que transmitía un comunicado 
emitido el 20 de noviembre por el Buró de Coordinación del 
Movimiento de los Países No Alineados sobre la situación en 
El Salvador7, y otra de fecha 27 de noviembre de 1989 dirigida 
al Secretario General por los representantes de la Argentina, 
el Brasil, Colombia, México, el Perú, el Uruguay y Venezuela, 
en la que se incluía un comunicado emitido el 24 de noviem-
bre por sus Gobiernos (los países miembros del Mecanismo 
Permanente de Consulta y Concertación Política) relativo a 
la situación en El Salvador8. En el último comunicado, los 
siete Gobiernos expresaban su preocupación por el conflicto 
interno en El Salvador a raíz de la ruptura del diálogo entre 
el Gobierno del país y el Frente Farabundo Martín para la 
Liberación Nacional (FMLN), el movimiento de oposición 
salvadoreño. Instaban a que cesaran de inmediato las hostili-
dades y se reanudara el diálogo político nacional. Asimismo, 
exhortaban a todos los Estados que tuvieran vínculos con la 
región o intereses en ella a que se abstuvieran de intervenir en 
el conflicto, y les instaban a cooperar en la labor de conseguir 
la paz en el marco del Acuerdo Esquipulas II y de conformi-
dad con los compromisos contraídos por los Presidentes de 
Centroamérica. Por último, expresaban su firme apoyo a las 
actividades al respecto realizadas por el Secretario General 
de la Organización de los Estados Americanos.

Al inicio de la sesión, el Presidente señaló que el Con-
sejo era consciente de la necesidad de alentar el empeño por 
asegurar que avanzara el proceso de paz en Centroamérica y 
por que no se hiciera nada que repercutiera negativamente en 
dicha labor. Por esa razón, conforme a lo acordado en las con-
sultas anteriores del Consejo, hizo un llamamiento a quienes 
tomaran la palabra, para que mostraran moderación en sus 
declaraciones con el fin de no perturbar el proceso de paz9.

El representante de El Salvador dijo que su país se ha-
bía dirigido al Consejo para presentar una denuncia contra 
el Gobierno de Nicaragua por los graves actos de agresión del 
régimen sandinista. Afirmó que ese régimen suministraba 
armas y equipo militar a las fuerzas irregulares de El Salva-
dor y les proporcionaba entrenamiento militar. Esa conduc-
ta se oponía a los acuerdos centroamericanos, en los que se 
establecía una prohibición total de prestar ayuda guberna-
mental a fuerzas irregulares que operaran en determinados 
Estados. Además, constituía una violación del principio de 
no intervención. Advirtió de que El Salvador no quería que 
la situación provocara actos de legítima defensa y exhortó al 
Consejo a que pusiera fin a esas violaciones de los acuerdos 
centroamericanos para asegurar que el conflicto no se exten-
diera por la región. El Consejo debería asumir su responsa-
bilidad primordial y contribuir de forma eficaz e imparcial a 
corroborar los términos de la denuncia de El Salvador. Si el 
Consejo decidiera enviar una misión de investigación de los 
hechos, El Salvador cooperaría plenamente con ella. En cual-
quier caso, El Salvador insistía en la necesidad de cumplir 

7 S/20985.
8 S/20994.
9 S/PV.2896, pág. 6.
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En la 2897a. sesión, celebrada el 8 de diciembre de 1989 
con arreglo al entendimiento alcanzado en las consultas pre-
vias al Consejo, el Presidente dijo que, tras las consultas cele-
bradas entre los miembros del Consejo, se le había autorizado 
a formular la siguiente declaración en nombre del Consejo16:

Los miembros del Consejo de Seguridad, tras escuchar las 
declaraciones formuladas por los representantes de El  Salvador y 
Nicaragua en la 2896a. sesión del Consejo de Seguridad, celebrada 
el 30 de noviembre de 1989, expresan su grave preocupación por la 
actual situación en Centroamérica, y en particular, por los nume-
rosos actos de violencia que han causado pérdida de vidas y sufri-
mientos entre la población civil.

Los miembros del Consejo reiteran su firme apoyo al proceso 
de Esquipulas para un arreglo pacífico en Centroamérica y hacen 
un llamamiento a todos los Estados para que contribuyan a la ur-
gente aplicación de los acuerdos concertados por los cinco Presiden-
tes centroamericanos. A este respecto, los miembros del Consejo 
acogen con agrado el anuncio de los cinco Presidentes centroame-
ricanos de que se reunirán los días 10 y 11 de diciembre en San José 
a fin de analizar, en el marco del proceso de paz de Esquipulas, las 
soluciones a los problemas que enfrentan.

Los miembros del Consejo consideran que los cinco Presi-
dentes centroamericanos son los que tienen la responsabilidad pri-
mordial de buscar soluciones para los problemas de la región, de 
conformidad con los Acuerdos de Esquipulas. En consecuencia, 
reiteran su llamamiento a todos los Estados, incluidos aquellos que 
tienen vínculos con la región e intereses en ella, para que se absten-
gan de toda medida que pueda obstaculizar el logro mediante nego-
ciaciones de una solución real y duradera en Centroamérica.

Los miembros del Consejo de Seguridad instan a todas las 
partes a que cooperen en la búsqueda de la paz y una solución 
política.

Asimismo, expresan su firme apoyo a los esfuerzos que rea-
lizan el Secretario General de las Naciones Unidas y el Secretario 
General de la Organización de los Estados Americanos en el pro-
ceso de paz. En particular, reiteran su pleno apoyo al Secretario 
General de las Naciones Unidas en el ejercicio de las misiones que 
le han encomendado la Asamblea General y el Consejo de Seguri-
dad, así como al pronto despliegue del Grupo de Observadores de 
las Naciones Unidas en Centroamérica.

16 S/21011.

En una nueva declaración, el representante de El Sal-
vador, rechazó las acusaciones que habían sido formuladas 
por el representante de Nicaragua e hizo hincapié en el com-
promiso constitucional de su Gobierno con los derechos hu-
manos13.

El representante de los Estados Unidos lamentó te-
ner que hablar para denunciar como infundados los cargos 
presentados por Nicaragua contra su país. La “guerra” del 
FMLN contra el Gobierno de El Salvador democráticamen-
te elegido se había intensificado de forma tangible, alentada 
por los Gobiernos de Nicaragua y Cuba. En violación de los 
acuerdos centroamericanos, el Gobierno de Nicaragua se-
guía suministrando armas al FMLN. El representante de los 
Estados Unidos hizo un llamamiento a ese Gobierno para 
que acatara el espíritu de los acuerdos e insistió en que su 
país apoyaba el proceso de democratización y de paz consa-
grado en los Acuerdos Esquipulas. Su asistencia económica, 
militar y humanitaria a El Salvador se dirigía a un Gobierno 
constitucionalmente elegido para apoyar el proceso de paz 
y se utilizaba para contrarrestar los daños causados por la 
guerrilla y sus ataques a la economía y la infraestructura. 
En cuanto a la asistencia prestada por los Estados Unidos a 
la “resistencia” nicaragüense, toda ayuda letal había cesado, 
en cumplimiento del proceso de Esquipulas; en el Acuerdo 
de Tela se permitía concretamente el suministro de asisten-
cia humanitaria. Por último, afirmó que los Estados Uni-
dos mantenían su compromiso de apoyar al Gobierno de 
El Salvador democráticamente elegido en su lucha contra las 
tácticas violentas y terroristas del FMLN respaldadas por el 
régimen sandinista14.

El representante de Nicaragua, en una nueva declara-
ción, instó a los Estados Unidos a que dejaran de interferir en 
la política interna de Nicaragua y promovieran oportunida-
des para que los centroamericanos resolvieran por sí mismos 
sus propios problemas15.

13 Ibíd., pág. 52.
14 Ibíd., págs. 53 a 56.
15 Ibíd., págs. 56 a 58.

11. Temas relacionados con Cuba
Actuaciones iniciales

A. Carta, de fecha 2 de febrero de 1990, dirigida 
al Presidente del Consejo de Seguridad 
por el Representante Permanente de Cuba 
ante las Naciones Unidas

En una carta de fecha 2 de febrero de 1990 dirigida al Pre-
sidente del Consejo de Seguridad1, el representante de Cuba 
pedía que se convocara una reunión del Consejo para exami-
nar “el hostigamiento y ataque armado perpetrado por una 
nave del Servicio de Guardacostas del Gobierno de los Esta-
dos Unidos de América contra un buque mercante cubano 
en aguas del Golfo de México”. Cuba argumentaba que esa 
acción constituía no sólo una violación del derecho interna-

1 S/21120.

cional sino también un acto de piratería que ponía en peligro 
la paz y la seguridad internacionales.

En una carta de fecha 3 de febrero de 1990 dirigida al 
Secretario General2, el representante de Cuba remitió los tex-
tos de dos notas de fechas 31 de enero y 1° de febrero de 1990, 
dirigidas a la Sección de Intereses de los Estados Unidos en 
la Embajada de Suiza en La Habana por el Ministerio de Re-
laciones Exteriores de Cuba. Este país protestaba contra las 
“acciones ilegales” del Servicio de Guardacostas de los Es-
tados Unidos, uno de cuyos barcos había disparado contra 
el buque mercante Hermann y había intentado hundirlo a 
primeras horas del 31 de enero cuando éste, arrendado por 
una empresa cubana y tripulado por cubanos, navegaba en 

2 S/21121.


